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El planteamiento surge a raíz de las quejas recibidas por facturación excesiva en casos de avería 
pero, en el escenario de sequía en el que nos encontramos desde hace tiempo, valoramos que la 
implantación de esta tecnología supone un elemento indispensable a favor de la eficiencia hídrica.

Por ello, hemos consultado a las principales entidades suministradoras de agua en Andalucía, así 
como a las asociaciones de operadores ASA y AEOPAS, sobre las medidas implantadas hasta la fecha 
y las que tengan previsto abordar.

Asimismo, hemos preguntado a la Secretaría General del Agua (Consejería de Agricultura, Pesca, Agua 
y Desarrollo Rural) por las medidas que pueda impulsar como organismo competente en materia 
de agua a nivel andaluz.

Muy relacionadas con esta situación de sequía son las quejas relativas a cortes de agua en localidades. 
Así, el año pasado recibíamos quejas por la situación de la pedanía Las Lagunetas (Benalup-Casas 
Viejas) o en el barrio Colinas Bermejas (Monachil).

También por mala calidad del suministro de agua, asociada a la bajada de los niveles de agua, en 
Lora del Río o en el barrio de Castell del Rey (Almería).

Este asunto se aborda de manera detallada en el apartado sobre Aguas, dentro del epígrafe relacio-
nado con la Sostenibilidad y Medio Ambiente, donde explicamos nuestras actuaciones en materia 
de abastecimiento en alta a poblaciones.

2.2.6.1.1.3. Servicios financieros	

En este apartado también nos parece oportuno destacar como cuestión de interés la necesidad de 
prestar una atención específica a las necesidades de personas mayores y con discapacidad, como co-
lectivos especialmente vulnerables ante la digitalización progresiva de los servicios financieros.

En 2022 se acordaron medidas para favorecer la inclusión financiera de estos colectivos, mediante la 
firma de una actualización del Protocolo Estratégico para Reforzar el Compromiso Social y Sostenible 
de la Banca, suscrito entre el Gobierno de España y las asociaciones de la banca.

Esta actualización del Protocolo pretendía la incorporación de medidas para garantizar la atención 
personalizada en la prestación de servicios bancarios, especialmente a las personas mayores.

El Observatorio de Inclusión Financiera ha valorado positivamente el funcionamiento de este Proto-
colo, señalando avances en la atención presencial (más del doble de oficinas con horario ampliado 
que antes de poner en marcha las medidas); o el incremento del número de cajeros, webs y apps 
adaptados, así como del número de personas mayores que recibieron formación financiera y de 
personal del sector que recibió formación especializada para atención al colectivo de mayor edad; y 
la consolidación de la figura del consejero senior entre algunas de las entidades7. 

Sin embargo aún no se han adoptado las modificaciones legislativas necesarias8 para que estas 
medidas tengan su reflejo normativo, con objeto de garantizar adecuadamente la atención perso-
nalizada en los servicios de pagos a los consumidores y usuarios en situación de vulnerabilidad, sin 
discriminación motivada por “brecha digital”. 

Hasta la fecha de redacción de este informe, la única medida impuesta legalmente a los proveedo-
res de servicios de pago es la prohibición de establecimiento de comisiones para la prestación 
del servicio de retirada de efectivo en ventanilla, en favor de personas mayores de 65 años o con 
discapacidad reconocida igual o superior al 33%9. 

7	 Informe de seguimiento de las medidas dirigidas a mejorar la atención personalizada de las personas mayores y personas 
con discapacidad, de 7/11/2023, referido a datos del primer semestre de 2023.

8	 Ordenadas por la Disposición adicional segunda de la Ley 4/2022, de 25 de febrero, de protección de los consumidores y 
usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica.

9	 Modificación del artículo 35 de la Ley de servicios de pago realizada por Real Decreto-ley 8/2023, de 27 de diciembre (BOE 
núm. 310, de 28/12/2023).

https://observatorioinclusionfinanciera.es/
https://observatorioinclusionfinanciera.es/wp-content/uploads/2023/11/Informe-semestral-de-seguimiento-de-las-medidas-de-atencion-a-mayores-Noviembre-2023.pdf
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En relación con esta digitalización de servicios debemos decir que nos sigue preocupando el creci-
miento de los fraudes informáticos relacionados con los servicios financieros.

Al igual que hiciéramos en el pasado año, debemos destacar en 2023 el incesante aumento en el 
número de denuncias por los fraudes que sufren quienes utilizan los servicios financieros haciendo 
uso de herramientas digitales.

Según los datos oficiales sobre delitos cometidos en Andalucía, los fraudes informáticos y en particular 
las estafas a usuarios de banca electrónica, son las modalidades delictivas que han experimentado 
un mayor crecimiento en el último año.

La renuencia de las entidades financieras a asumir responsabilidades en estas situaciones, aducien-
do la falta de diligencia de la persona consumidora al facilitar sus datos bancarios a los estafadores, 
contrasta con la postura del Banco de España -que exige acreditar una negligencia grave del usua-
rio- y con una jurisprudencia que mayoritariamente resuelve a favor del cliente en los procesos que 
se someten a su conocimiento.

Como ya adelantábamos en el Informe Anual del año 2022, esta situación nos llevó a tramitar de oficio 
la queja 22/6748, relacionada con la estafa masiva sufrida por clientes de Unicaja.

Mediante Resolución, de 9 de mayo de 2023, dirigida a dicha entidad financiera hemos fijado nuestra 
posición en relación con la asunción de responsabilidades en este tipo de fraude.

Así, hemos manifestado que entendemos que resulta exigible de las entidades financieras que adop-
ten medidas suficientes para garantizar la fiabilidad de los servicios que ofrecen a su clientela, utilizan-
do las mejores tecnologías posibles para reforzar la seguridad en las operaciones de banca electrónica.

Asimismo, entendemos que las entidades financieras deberían asumir la responsabilidad por los 
perjuicios que sufran los usuarios como consecuencia de actuaciones fraudulentas de terceros, 
salvo que quede acreditado que los clientes actuaron sin la prudencia y diligencia que resultarían 
exigibles a un consumidor responsable, entendiendo que tal concepto se refiere a una persona con 
los conocimientos y habilidades digitales que actualmente tiene el ciudadano medio.

En cuanto al caso que nos ocupaba, solicitamos a Unicaja que valorase de forma razonada la apli-
cabilidad de los criterios jurisprudenciales sobre la concurrencia de negligencia grave por parte del 
usuario a los casos afectados por el fraude masivo a su clientela. 

En respuesta a nuestra petición Unicaja nos trasladó que comparten nuestra preocupación por el 
escenario actual del ciberfraude.

A este respecto manifestaban que, pese al alto volumen de recursos que dedican a su prevención, la 
creciente sofisticación de los procedimientos de fraude hace imposible que las entidades financieras 
adopten medidas que garanticen en todo caso que no se produzcan.

En todo caso insistían en que la interacción entre víctima y delincuente no tiene lugar dentro de los 
entornos digitales de la entidad y que en ningún caso se produce una brecha en sus sistemas de 
seguridad que propicie o facilite el fraude.

Entendían que para determinar cuál sea la diligencia exigible a un consumidor responsable deben 
valorarse las circunstancias del caso concreto y el entorno informativo del que dispone, señalando a 
este respecto la información disponible acerca de la prevención del ciberfraude.

Justificaban que los pronunciamientos judiciales no determinan invariablemente que la entidad resul-
te responsable por estar exento el consumidor de toda cautela y que estos criterios sobre la diligencia 
exigible al consumidor medio son tenidos en cuenta por Unicaja en la gestión de reclamaciones de 
los clientes afectados por el ciberfraude.

En cuanto al ofrecimiento de acuerdos extrajudiciales que citábamos en nuestra petición, aclaraban 
que no suponen un reconocimiento de la responsabilidad de la entidad ni se imponen a la persona 
reclamante sino que se enmarcan en la actividad negociadora que el banco despliega en la gestión 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/planteamos-la-necesidad-urgente-de-mejorar-la-seguridad-de-la-banca-digital-ante-el-incremento-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitamos-a-unicaja-que-valore-la-posibilidad-de-devolucion-de-las-cantidades-defraudadas-a-su
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de su clientela con el fin de facilitar el consenso como forma más deseable de resolución de situa-
ciones de conflicto.

Concluían que, más allá de gestionar las reclamaciones concretas de usuarios afectados, siguen avan-
zando en la implementación de medidas de prevención del ciberfraude a su alcance y en el desarrollo 
de actividades de difusión de educación financiera que promuevan el conocimiento generalizado 
de las mejores prácticas de prevención en este ámbito.

A la vista de esta respuesta hemos acordado el archivo de nuestras actuaciones, sin perjuicio de insistir 
ante Unicaja con nuestro posicionamiento.

Con independencia de esta queja de oficio también hemos tenido ocasión de tramitar quejas indivi-
duales frente a otras entidades financieras que nos llegaron a causa del mismo motivo, entendiendo 
oportuno atenderlas cuando la entidad financiera se limita a indicar que la operación estaba validada 
por un doble factor de verificación pero no acredita que el cliente cometió fraude o negligencia 
grave en el proceso de autorización del pago.

Sin embargo el resultado de estas actuaciones no ha sido hasta el momento favorable a nuestra 
petición, llegando a afirmar una entidad financiera interpelada que su cliente había incurrido en 
negligencia grave “por no haber protegido debidamente sus elementos de seguridad” pese a que 
en su relato detallaba haber sido objeto de un elaborado engaño que le hizo creer que estaba ope-
rando en su banca digital.

En todo caso hemos insistido en que resulta obligado facilitar la documentación que  acredita que 
la operación está validada por un doble factor de autenticación, tal como viene señalando el Depar-
tamento de Conducta de Entidades del Banco de España como criterio de buenas prácticas en la 
actuación de las entidades financieras en este tipo de reclamaciones.

En cuanto a las quejas relacionadas con los trámites para aplicación del Código de Buenas Prácticas 
para la reestructuración viable de las deudas con garantía hipotecaria sobre la vivienda habitual 
debemos aclarar a las personas que acuden a esta Institución que no nos corresponde supervisar 
el cumplimiento de las normas de aplicación por parte de las entidades financieras (por dilaciones, 
falta de información, o disconformidad con los criterios aplicados), pues se trata de normativa de 
disciplina bancaria y tal competencia corresponde al Banco de España.

En muchas ocasiones nos limitamos a trasladar una petición a las entidades financieras para que se 
estudien alternativas de pago cuando no es posible acudir al Código de Buenas Prácticas, porque 
no se reúnen todos los requisitos exigidos para ello, considerando agotadas nuestras posibilidades 
de intervención si la respuesta es negativa, ya que se trata de una cuestión de política comercial.

2.2.6.1.1.4. Telefonía e Internet	

En este apartado es interesante señalar que cada vez recibimos menos quejas en relación con ac-
tuaciones concretas de operadoras de telefonía e internet (facturación, operaciones de alta/baja o 
portabilidad o  la prestación del servicio).

En muchas ocasiones nos limitamos a orientar a las personas afectadas a la presentación de la nece-
saria reclamación previa ante la propia compañía. En otras ocasiones dirigimos nuestra actuación 
a la administración pública de consumo que ha tramitado la reclamación, si no se recibe respuesta 
en plazo.

Otras veces nuestra actuación se dirige a atender una petición colectiva por falta de conexión tele-
fónica o de internet. 

Así ocurría en una urbanización de La Zubia (Granada), tras el robo de las líneas de cobre que les 
suministraban, si bien se puso de manifiesto que por parte de Telefónica no había ningún problema 
en realizar la instalación de fibra óptica, pero faltaba que el Ayuntamiento de La Zubia emitiera los 
informes necesarios para que la empresa pudiera realizar el trabajo. 
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